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Resumen

El artículo analiza la evolución de las políticas educativas en Bolivia durante el siglo xix y evidencia 
los factores que condicionaron la consolidación de un sistema nacional de educación. A pesar de 
que el país promulgó su primer Estatuto General de Educación en 1827 –uno de los más tempranos 
de Hispanoamérica y por lo que podría suponer un hito–, la aplicación efectiva de las reformas fue 
limitada y con ella el progreso de la alfabetización. Bolivia no experimentó la transición hacia la 
alfabetización que sí alcanzaron otras repúblicas hispanoamericanas. El estudio concluye que, aunque 
existió una temprana conciencia del valor estratégico de la educación, el proyecto educativo boliviano 
del siglo xix fue más una aspiración política que una realidad efectiva. Para el análisis se han empleado 
fuentes de archivo, como las Memorias Anuales de Educación y los Anuarios Legislativos.

Palabras clave: Bolivia, políticas educativas, Estado docente, escuelas, caudillismo. 

Abstract

The article analyses the evolution of educational policies in Bolivia during the 19th century, 
highlighting the factors that conditioned the consolidation of a national education system. Although 
the country enacted its first General Education Statute in 1827 –one of the earliest in Spanish America 
and therefore considered a milestone– the effective implementation of the reforms was limited, and 
with it, progress in literacy. Bolivia did not experience the transition to literacy that other Spanish 

*Autor de correspondencia / Corresponding author.
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American republics achieved. The study concludes that, although there was an early awareness of the 
strategic value of education, the Bolivian educational project of the 19th century was more of a political 
aspiration than an effective reality. Archival sources such as the Annual Reports on Education and the 
Legislative Yearbooks were used for the analysis.

Keywords: Bolivia, educational policies, state as educator, schools, caudillism.

1. INTRODUCCIÓN

Bolivia es en la actualidad uno de los países de América Latina y el Caribe 
que más invierte en educación, alrededor del 8% de su PIB, cuando la media de 
esta región no llega al 4%. Según el Banco Mundial el país cuenta con un 94% de 
su población adulta alfabetizada, cifra pareja a la media de este espacio (95%).1 No 
obstante, la mitad de los alumnos bolivianos de sexto año de educación primaria 
no comprende lo que lee y un 60% no es capaz de realizar operaciones aritméticas 
básicas,2 conocimientos que, según la UNESCO, son los que un individuo 
debe poseer para ser considerado alfabetizado. Doscientos años después de su 
independencia (6 de agosto de 1825) el país parece no haber resuelto –aunque 
los indicadores absolutos muestren otra realidad– algunos de los problemas 
educativos a los que lleva enfrentándose desde entonces. Esta investigación 
permite descubrir qué ocurrió en la historia educativa del país, desde la óptica de 
su política educativa, en los primeros 75 años de existencia independiente (1825-
1900), periodo que marcará el devenir de la educación en el siguiente siglo. 

En Bolivia, como en el resto de las naciones que se crearon tras los procesos de 
emancipación, surgieron muy pronto voces en favor de la educación. Pensadores 
de la época como Faustino Sarmiento o Simón Rodríguez, quien tuvo una gran 
influencia en el país, reclamaron educación para liberar al pueblo de la ignorancia 
y favorecer la regeneración social. La ideología liberal exigió su alfabetización 
como parte del proceso de cambio que acompañaba a la independencia y la 
capacidad de leer fue un requisito para conseguir la ciudadanía. Estas ideas se 
plasmaron en las primeras constituciones de algunas de las nuevas repúblicas, 
entre ellas en la de Bolivia (Newland, 1991; Romero, 1993). El concepto de «Estado 
docente» –entendido este como la asunción por parte del Estado de la obligación 
de ofrecer educación pública, desplazando a actores tradicionales como la Iglesia 
o agentes privados– fue también incluido en las primeras constituciones políticas 
de algunas de las nuevas repúblicas (Romero, 1993; Ossenbach, 1993, 2001 y 2018). 

Gran parte del periodo analizado en este trabajo, especialmente la etapa 
denominada caudillista (1829-1880), se caracterizó por una gran inestabilidad 
política y social. Desde su independencia en 1825, Bolivia sufrió más de 120 
movimientos revolucionarios en los setenta y cinco años restantes de la centuria. 
A pesar de ello, la mayor parte de los gobiernos bolivianos, desde el primero de 
1Banco Mundial, datos para 2021 (https://datos.bancomundial.org/indicator/SE.ADT.1524.
LT.ZS?locations=ZJ. Recuperado el 19/06/2025).
2 Datos recogidos y publicados por el equipo de asesores en educación, coordinado por Manuel E. 
Contreras, que ha creado el candidato de Unidad, Samuel Doria, a la presidencia del gobierno de 
Bolivia (Noticia publicada en Los Tiempos, 16/06/2025).
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Antonio José de Sucre (1826-1828), legislaron en materia educativa y trataron de 
desarrollar la estructura básica de un sistema educativo. Pero la forma de llevarlo 
a cabo fue ineficaz porque hubo gobiernos que desarticularon, por considerarlo 
desacertado o insuficiente, lo que su antecesor había dispuesto. Desde las 
primeras disposiciones educativas de finales de 1825 y a lo largo del siglo xix se 
fue configurando una maraña legislativa que convierte el análisis de la historia 
de la educación en Bolivia en una ardua tarea. Se aprobaron numerosas leyes, a 
veces confusas e incompletas, y que, en ocasiones, entraban en contradicción con 
otras precedentes.3 Además, la alternancia –en la mayoría de los casos abrupta– 
de gobiernos impidió que las diferentes políticas educativas careciesen del tiempo 
suficiente para alcanzar los resultados esperados o para ponerse en práctica. 
Unido a lo anterior, es importante señalar que se observa una falta de interés 
por la educación de algunos de los gobiernos, reflejada en la asignación exigua 
de fondos presupuestarios para educación y en la inacción para resolver los 
problemas que afectaban a esta. Con estos condicionantes es difícil que fructificase 
cualquier opción de desarrollo educativo en el país.

El desarrollo del «Estado docente» en Bolivia fue muy limitado durante 
el siglo xix en comparación con Europa, EE.UU. y con otros países del entorno 
hispanoamericano.4 Pero el país no se retrasó respecto a otros países en la 
concepción de la educación como algo esencial para su progreso, ni tampoco en 
la promulgación de leyes educativas ni en el intento de configurar un sistema 
educativo. Contó con su primer Estatuto General de Educación (9 de enero de 1827) 
solo año y medio después de su independencia. Este código educativo supuso un 
hito importante en la historia de la educación en Hispanoamérica (Lofstrom, 1983). 
En términos comparados, podría situarse entre los primeros que se aprobaron a 
nivel nacional en las repúblicas hispanoamericanas,5 adelantándose, por ejemplo, 
en casi cinco años a Francia y en más de veinticinco a España, en la promulgación 
de leyes nacionales sobre educación.6

La bibliografía especializada sobre Bolivia ha estudiado en menor medida la 
historia educativa del siglo xix, que la del siglo xx y, además, no determina qué 
políticas educativas supusieron realmente un cambio importante en el desarrollo 
educativo, ni analizan sus logros.7 Una muestra de ello es que, por ejemplo, en la 
obra de Reyeros (1952), una de las primeras y más extensas que se ha hecho para 
el siglo xix, se identifican tantas etapas en la historia educativa del país y políticas 
educativas, como gobiernos existieron, aunque muchas de ellas no abandonaron 

3 Los encargados de redactar algunas de las Memorias Anuales de Educación así lo reconocen. Es lo que 
ocurre, por ejemplo, en la de 1843, p.3.
4 Según los datos de alfabetismo que proporcionan newland (1991 y 1994), tortella y nuñez (1993) y 
Ossenbach (2001) para estos países.
5 En Colombia se aprobó un código nacional de educación a finales de la década de 1840 (Arévalo y 
Rodríguez, 2012) y en Perú en 1850 (Espinoza, 2013).
6 Francia contó con su primera ley de educación (la «Ley Guizot») en 1833 y España en 1857 («Ley 
Moyano»). 
7 Destacan los trabajos de Reyeros (1952), Suárez (1970), Peñaranda (1986), Camacho (1991), Cajías, 
Barragán y Lema (2015), Cajías et al. (2015), Castro (2017), Velásquez-Castellanos (2023). Para una 
revisión bibliográfica más completa sobre este tema, ver Klein y Contreras (2025).
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el campo de lo proyectado. Dentro de la maraña legislativa en educación que 
caracteriza a la Bolivia decimonónica, es necesario establecer algo de claridad e 
identificar los principales hitos que se produjeron. Por ello, el objetivo de este 
trabajo de investigación es determinar cuáles fueron las políticas educativas más 
importantes del siglo xix, en qué grado se consiguieron los resultados planeados 
–en la medida en que las fuentes lo permiten– y qué factores los condicionaron.

Hay que tener presente que esta investigación se construye sobre una 
premisa: el progreso educativo que consiguió el país en el siglo xix tuvo un alcance 
muy limitado. Basta comprobar los datos de alfabetismo que se han estimado que 
había en los años posteriores a la emancipación (menos del 10%) con los que había 
a comienzos del siglo xx (menos del 20%).8 Por tanto, en Bolivia no se produjo a 
lo largo del xix la transición de la alfabetización, como sí ocurrió en otros países 
como Argentina o Uruguay.9 Es decir, el momento en que la tasa de alfabetismo 
comienza a aumentar y supera el umbral del 50%.  

La investigación se basa principalmente en el estudio de fuentes primarias, 
en especial las Memorias Anuales de Educación, elaboradas por lo diferentes 
ministerios que tuvieron competencias educativas a lo largo del siglo, y los 
Anuarios Legislativos de Bolivia, en donde se encuentran las leyes sobre educación 
y las Constituciones políticas que recogen aspectos educativos.10  

2. LA EDUCACIÓN TRAS LA INDEPENDENCIA, 1825-1828: LO QUE PUDO 
SER Y NO FUE

Unos meses después de la independencia (6 de agosto de 1825), su líder, 
Simón Bolívar, abandonó esas tierras y delegó el mando del país en Antonio José 
de Sucre, quien se convirtió en el primer presidente de la nueva república. Su 
cargo fue ratificado por la Asamblea Constituyente de mayo de 1826. 

Sucre se enfrentó a unos desafíos de gran envergadura, se trataba de crear una 
nueva nación sobre las bases institucionales del régimen republicano liberal. El 
neonato país –quizá hasta prematuro– se encontraba en una dramática situación 
económica y social, fruto de los años de guerra, que Sucre trató de revertir con un 
amplio plan de reformas económicas, administrativas y sociales (Barragán et al., 
2015).11 Uno de los aspectos que más había sido descuidado por las autoridades 
reales y por la Iglesia durante la época colonial fue la educación (Lofstrom, 1983). 
Es por esto por lo que la política educativa ilustrada diseñada bajo el mandato de 
Sucre se inserta dentro de ese marco reformador. Sucre tenía la firme convicción 

8 Según los datos de Newland (1991 y 1994) y Velásquez-Castellanos (2023). Además, al comenzar el 
siglo XX, Bolivia era uno de los países de Hispanoamérica que tenían niveles más bajos de población 
alfabetizada y menores tasas de escolarización (2% frente al 5,2% de media en la región), según los 
datos de Newland (1991 y 1994). 
9 Ver nota 4.
10 Ambas fuentes se ubican en el Archivo Histórico y Biblioteca de la Asamblea Legislativa 
Plurinacional de Bolivia en La Paz.
11 Sobre las reformas de Sucre, ver Lofstrom (1983).



 
Alonso Villa, Ortúñez Goicolea y Tangara Colque

Vegueta, 26 (2), 2026, 631-655. eISSN: 2341-1112 635

de que la formación de los ciudadanos, de manera igualitaria y democrática, era 
imprescindible para el éxito del sistema republicano recién implantado. 

Las primeras disposiciones en materia educativa –más de una decena– se 
remontan al periodo comprendido entre diciembre de 1825 y octubre de 1826, es 
decir, apenas unos meses después de haberse proclamado la independencia. Esto 
muestra una clara preocupación por el aspecto educativo en un contexto donde la 
inestabilidad asociada a la guerra aún perduraba. En este breve periodo el corpus 
legislativo muestra el influjo ilustrado y liberal procedente de Europa, así como 
algunas de las corrientes educativas más innovadoras. Al frente del proyecto 
educativo para la nueva república se situó a Simón Rodríguez como director 
general de educación. Rodríguez fue maestro, mentor y hombre de confianza 
de Bolívar. De manera autodidacta, se había convertido en maestro de escuela 
primaria en Venezuela y en pedagogo y ensayista tras su paso por este país, por 
Colombia, así como por Estados Unidos y Europa.12 

Para Rodríguez la educación tenía una función social (Barragán et al., 2015) 
y aspiró a sustituir el sistema educativo colonial –caracterizado por una escasa 
alfabetización y por una reducida formación orientada a latinistas, juristas y 
clérigos– por uno nuevo, de influencia francesa, donde el estado asegurase una 
educación universal, con igualdad de oportunidades para todos y que sirviera 
al interés nacional. Pretendía, además, hacer de los futuros ciudadanos hábiles 
trabajadores y artesanos.13 Se muestra desde el inicio, según las disposiciones 
aprobadas, un claro intento de desplegar una oferta educativa con una triple 
vertiente: la elemental o primaria para alfabetizar al pueblo; la profesional, para 
dar formación técnica y enseñar un oficio; y la secundaria, para el estudio de las 
ciencias, especialmente las humanísticas.  

Los decretos educativos promulgados en diciembre de 1825 ordenaron 
la creación: de una escuela de primeras letras para niños de ambos sexos en cada 
ciudad boliviana; de un centro de educación secundaria (al que se denominó 
colegio de ciencias y artes) en cada capital de los siete departamentos en los que 
quedó dividido administrativamente el territorio; y de escuelas para los huérfanos 
de la revolución.14 El resto de leyes educativas en estos primeros meses de vida 
de Bolivia, firmadas por Sucre entre febrero y octubre de 1826, planificaron 
la apertura de centros similares y fueron el preludio al Estatuto General de 
Educación que se elaboraba. La nueva legislación previó la creación de: 1) colegios 
de huérfanos (tres para niños y tres para niñas) para enseñarlos a leer y a escribir 
y también para instruir a los niños en oficios mecánicos y a las niñas en las tareas 
domésticas; 2) escuelas primarias cantonales, con el mismo plan de estudios que en 
los colegios de huérfanos, en los Departamentos de Cochabamba y de La Paz; y 3) 
colegios de ciencias y artes, similares a los proyectados por Bolívar en diciembre de 

12 En Europa permaneció, aproximadamente, desde 1797 a 1823, y allí se sumergió en la corriente 
ilustrada que conformó su ideario político. Con un gran interés por la educación y la pedagogía, pudo 
observar y probar algunos programas educativos y métodos de enseñanza en Gran Bretaña, Suiza, 
Francia, Italia, Alemania e, incluso, en Rusia (Peñalver, 1983).
13 Así se refleja en las obras de Simón Rodríguez, compiladas por Jorge y Rosales (2016).
14 Decretos de 11 de diciembre de 1825, Anuarios Legislativos de Bolivia.
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1825, encargados de la instrucción secundaria, en régimen mixto de internado y 
externado, en las ciudades de Cochabamba, Potosí, La Paz, Sucre y Oruro.15  

Para poder desplegar estas medidas de carácter no solo educativo, sino 
también político y social, se requerían fondos con los que el incipiente Estado aún 
no contaba. Por este motivo, Bolívar y Sucre articularon la creación de un tesoro 
nacional –similar al que existía para el ejército– para educación. Se asignaron 
rentas y bienes de la Iglesia, como conventos, a las escuelas para que pudieran 
disponer de amplios locales donde impartir las clases (Reyeros, 1952). La mayor 
parte de las rentas procedieron de las diócesis en las que se ubicaba cada centro 
escolar. La utilización de los bienes de la Iglesia para el sostenimiento de la 
educación se inserta dentro de la reforma tributaria que la administración de 
Sucre desarrolló, en la que la confiscación de bienes y rentas eclesiásticos con el 
objetivo de acrecentar los ingresos del Estado fue una práctica habitual. También 
había rentas procedentes del gravamen de algunas actividades como el comercio 
de mercancías.16 

La Asamblea Constituyente de 1826 aprobó finalmente en diciembre de 
ese año el Estatuto General de Educación que se había elaborado mientras se 
aprobaban los primigenios decretos educativos. Fue dado a conocer de manera 
oficial el 9 de enero de 1827, bajo la denominación de Ley de Educación, y contó 
con dos complementos legislativos: el primer presupuesto general del Estado, 
aprobado el 2 de enero de 1827, con una partida específica para Educación que 
representó el 5,6% del total;17 y el Reglamento de los colegios de ciencias y artes de 
28 de octubre de ese mismo año. 

Fue el primer Estatuto de Educación con el que contó Bolivia. Era un amplio 
texto normativo que sirvió de guía, aun con modificaciones, para la política 
educativa diseñada en el país durante, aproximadamente, dos décadas, hasta 
la reforma diseñada bajo el mandato de José Ballivián (1841-1847). Siguiendo la 
misma línea establecida por los Decretos de 1825 y 1826, el Estatuto de Educación de 
1827 previó un sistema nacional de educación con una organización centralizada, 
aunque todavía no se había implantado el aparato administrativo estatal 
necesario. El estatuto no contempló el principio de obligatoriedad a diferencia 
de lo que ocurrió, por ejemplo, en la Gran Colombia, en Chile, en Paraguay o en 
Costa Rica, donde sí se concibió, al menos sobre el papel, la obligatoriedad de la 

15 Decretos de 3, 4, 6 y 8 de febrero de 1826; Decretos de 2, 3 y 4 de marzo de 1826; Decretos de 27 y 
28 de abril de 1826; Decretos de 3 y 4 de mayo de 1826; y Decreto de 28 de octubre de 1826. Anuarios 
Legislativos de Bolivia. 
16 Decreto de 3 de febrero de 1826, Decreto de 2 de marzo de 1826, Decreto de 27 de abril de 1826, 
Decreto de 3 de mayo de 1826, y Decreto de 28 de octubre de 1826. Anuarios Legislativos de Bolivia. Sobre 
la reforma tributaria de Sucre, ver lofstrom (1983).
17 El ejército representó, de media, una partida de algo más del 40% del total del Presupuesto, pero 
en momentos de guerra superó el 50% (según los datos de Huber 1991). Por el contrario, la educación 
acaparó, en promedio, menos del 5% durante el siglo xix (Presupuestos Nacionales y Departamentales 
de la República de Bolivia, varios años; reyes, 1952; Huber, 1991; y Velásquez-castellanos, 2023). Las 
deficientes fuentes fiscales para el siglo xix impiden aportar información detallada sobre la financiación 
de la educación. Cuando hay datos, por lo general, están sumados a los gastos educativos los de 
beneficencia (hospitales, asilos, etc.) o los del clero, en otros casos son datos parciales, solo relativos a 
algunos departamentos. Son partidas de las que se conoce su grado de ejecución posterior. 

636



 
Alonso Villa, Ortúñez Goicolea y Tangara Colque

Vegueta, 26 (2), 2026, 631-655. eISSN: 2341-1112

educación durante esta década de 1820 (newland, 1991). Con esa ley se trató de 
desplegar una oferta pública de educación en tres ámbitos: primaria, secundaria e 
instrucción técnica profesional. Fue una educación pública pero no gratuita, salvo 
para los alumnos de rentas bajas que quedaron exentos de pago. Se concibió el 
establecimiento de una gran variedad de centros que debían repartirse por todo 
el territorio del país, aunque no especificó su número. Para ayudar en esa ardua 
tarea de ilustrar al pueblo boliviano, se ideó la creación de varias instituciones 
culturales (Instituto Nacional y Sociedades de Literatura) que reunirían a académicos 
y literatos, y que actuarían como focos de divulgación científica repartidos por el 
país.18 Estas instituciones no abandonaron el papel durante el mandato de Sucre. 
El Instituto Nacional consiguió abrir (se desconoce por cuánto tiempo) en agosto 
de 1838, bajo el gobierno de Andrés de Santa Cruz, pero estuvo conformado por 
miembros del gobierno y no por académicos, como así debía ser (Ponce, 2011).

La enseñanza primaria debía impartirse con el método Lancaster o «mutuo»,19 
como se denominó en Hispanoamérica,20 del que Rodríguez era un gran 
conocedor. Se establecieron tres niveles y para cada uno de ellos se planteó un 
tipo de escuela con unas características bien concretas. Al conjunto de todo ellas 
se las denominó escuelas de primeras letras y eran las que siguen a continuación.21 
Las escuelas primarias, encargadas de la educación más elemental (primer nivel) y 
las más numerosas, pues debían establecerse en todos los municipios de más de 
200 habitantes y en todas las capitales de cantón, de provincia y de departamento. 
Las escuelas secundarias, concebidas para la educación primaria superior (segundo 
nivel), debían establecerse solo en las capitales de provincia. Y las escuelas centrales 
(tercer nivel), ubicadas exclusivamente en las capitales de los departamentos, 
servían para preparar a los alumnos más aventajados de cada departamento para 
su ingreso en la educación secundaria. 

El segundo ámbito educativo que el Estatuto de 1827 estableció, fue la 
instrucción secundaria.22 Los centros encargados de impartir la educación 
secundaria continuaron siendo los denominados colegios de ciencias y artes que 
debían establecerse en las capitales de departamento. Se concibió para ellos un 
plan de estudios extensísimo y que muestra la intención del gobierno por crear 
cuasi facultades donde los alumnos pudieran profundizar sobre todas las ramas 
del saber.23 A diferencia de lo que ocurrió con la educación primaria, para la 

18 Esta labor divulgativa se completaba con un Museo Nacional, una Biblioteca Nacional, así como un 
jardín botánico y un laboratorio para experimentaciones (artículos 24 a 44 de la Ley de Educación de 
9 de enero de 1827, Anuarios Legislativos de Bolivia). 
19 Así viene recogido en el artículo 1 de la Ley de Educación de 9 de enero de 1827, Anuarios Legislativos 
de Bolivia. A pesar de esto, en la práctica, según la información hallada en las Memorias Anuales de 
Educación, se establecieron escuelas primarias no lancasterianas y otras, mucho más escasas, también 
de educación primaria, en las que sí se seguía el método Lancaster. Sobre la aplicación del método 
lancasteriano en Hispanoamérica ver Uzcategui (1973) y Weinberg (1995). 
20 Algunas repúblicas nacientes de Hispanoamérica comenzaron a aplicarlo en las dos primeras 
décadas del siglo xix (Reyeros, 1952). 
21 Capítulo 1 de la Ley de Educación de 9 de enero de 1827, Anuarios Legislativos de Bolivia. 
22 El Estatuto también contempló, al igual que las leyes precedentes, las enseñanzas técnicas. Sobre el 
desarrollo de este tipo de instrucción en Bolivia, ver Alonso, Ortúñez y Tangara (2025).
23 En ese momento, Bolivia solo contaba con la Universidad de San Francisco Javier, fundada por los 

637



Vegueta, 26 (2), 2026, 631-655. eISSN: 2341-1112638

El proyecto educativo boliviano en el siglo XIX

educación secundaria se detallaron con mayor precisión las asignaturas que 
debían cursarse, así como los manuales o textos de referencia a seguir por los 
docentes. No obstante, el plan de estudios secundarios diseñado para Bolivia, 
a pesar de ser extenso, era muy confuso, presentaba importantes lagunas y no 
coincidía el planteado en el Estatuto (9 de enero de 1827), con el detallado en la Ley 
28 de octubre de 1827 que trató de organizar estas enseñanzas. En cualquier caso, 
los estudios secundarios quedaron divididos (según la segunda norma que es la 
más detallada) en cinco áreas: Estudios preparatorios; Ciencias exactas; Ciencias 
naturales; Ciencias morales; y Literatura.24  Aunque en el Estatuto parecen intuirse 
dos itinerarios en los estudios secundarios–que leyes posteriores confirmarán– 
entre letras y ciencias, en este momento y durante todo el siglo xix solamente se 
pudo ofrecer el primero; lo que explica las dificultades para implantar estudios 
superiores en áreas científicas y tecnológicas (Alonso, Ortúñez y Tangara, 2025).

Siguiendo lo marcado por los decretos anteriores, el Estatuto general de 9 de 
enero 1827 y el reglamento de 28 de octubre establecieron una educación secundaria 
de pago y previeron la posibilidad del internado en los colegios de ciencias y artes. 
De esta forma, los alumnos que cursaban la secundaria eran internos o externos. 
Los primeros podían estar becados por el Estado, quien cubría todos sus gastos 
de internamiento (manutención, vestuario, etc.) o ser pensionistas, es decir, tenían 
que cubrir por su cuenta la pensión o gastos de internamiento.25 

A pesar de los esfuerzos del gobierno de Sucre por establecer una oferta 
educativa en los niveles primario y secundario, el alcance de esta política 
educativa fue mínimo. La mayoría de los centros educativos previstos no llegaron 
a establecerse principalmente por falta de fondos. Esta carencia será una constante 
en toda la historia educativa boliviana hasta bien entrado el siglo xx. Aunque las 
fuentes sobre educación para estos años son muy precarias,26 reflejan que, durante 
el mandato de Sucre, la oferta de educación secundaria, en los colegios de ciencias y 
artes, es la que más se aproximó a la diseñada por la política educativa, al menos, 
en lo que respecta al número de centros. Se llegaron a establecer, no sin serias 
dificultades y sobre antiguos conventos o seminarios, colegios en las ciudades 
más importantes, como: Sucre, La Paz, Cochabamba, Potosí, Oruro y Santa Cruz; 
que en suma albergaron a poco más de 400 alumnos.27 Sin embargo, en ninguno 
de ellos se pudo ofrecer en su totalidad el plan de estudios para la educación 
secundaria establecido por la legislación. Es muy posible que estos centros 
tuvieran un funcionamiento intermitente en el tiempo y que, incluso, llegasen a 
cerrar en los siguientes años.28 También abrieron cuatro colegios de huérfanos y 
varios de huérfanas, en Cochabamba, Sucre, La Paz y Potosí, que beneficiaron a 

españoles en 1624 en Chuquisaca.
24 Decreto de 28 de octubre de 1827, Anuarios Legislativos de Bolivia.
25 Artículos 64 a 75 del decreto de 28 de octubre de 1827. Anuarios Legislativos de Bolivia. 
26 Todas las cifras sobre educación durante buena parte del siglo xix hay que tomarlas con cautela 
porque pueden estar sujetas a errores de registro (bien porque son datos parciales, bien por su mal 
registro) en las propias fuentes, especialmente en las Memorias Anuales de Educación.
27 Memorias Anuales de Educación, varios años; y Lofstrom (1983).
28 Durante los primeros años, 1830-1831, del mandato de Santa Cruz se aprobaron varios decretos 
que trataban de establecer los colegios de ciencias y artes que el Estatuto de 1827 había contemplado.  
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una reducida cantidad de jóvenes (Reyeros, 1952). De estos, durante los siguientes 
años, cerraron todos con la excepción del de Cochabamba.29 Por su parte, la 
oferta de educación primaria fue la que más se alejó de lo proyectado sobre el 
papel. Se consiguieron abrir escuelas primarias, solo algunas específicamente 
lancasterianas, en Sucre, La Paz, Oruro, Santa Cruz y Cochabamba. Pero solo en 
los departamentos de Cochabamba y La Paz las escuelas se instalaron fuera de 
la capital y llegaron a algunas poblaciones de las principales provincias. En total 
se registran únicamente casi dos docenas de ellas. Todos los centros educativos 
se enfrentaron a importantes problemas de financiación –a pesar de contar con 
rentas específicas– y a la falta de docentes, entre otros.30

Quizás una de las limitaciones del Estatuto de 1827 fue la desproporcionada 
tipología de centros educativos y de instituciones culturales proyectados, difícil 
de materializar teniendo en cuenta varios factores. En primer lugar, el gobierno 
tuvo serios aprietos para crear una estructura organizativa educativa clara y 
estable y para construir y equipar su infraestructura básica. En segundo lugar, 
la crisis presupuestaria que afectó al país durante el gobierno de Sucre y que se 
extendió a los posteriores. En 1826 y 1827 los ingresos del Estado se situaron en 
torno a 1,5 millones de pesos, de los cuales se destinaron más de 1,3 al servicio 
de guerra, mientras que los gastos superaron ligeramente los 2,1 millones, lo 
que produjo un déficit importante de medio millón de pesos. El desequilibrio 
presupuestario fue una constante hasta, al menos, la bancarrota de la hacienda 
en 1878 (Peralta e Irurozqui, 2000). Consecuencia inmediata de esto es que las 
partidas presupuestarias destinadas a otros servicios públicos, como la educación 
–a pesar de ser considerada un elemento esencial en la administración de Sucre–, 
tuvieron una asignación insuficiente de recursos económicos. Aunque en el 
primer presupuesto nacional de 1827 se estipuló una partida específica para 
educación (142.219 pesos), una parte de estos fondos fueron recurrentemente 
transferidos a otras competencias, lo que dificultaba el avance de la oferta pública 
de educación.31 Además, esa ínfima cifra, en comparación con el gasto militar, 
era muy similar a la destinada únicamente al pago de los salarios de la jerarquía 
eclesiástica.32 

En tercer lugar, la escasa preparación y competencia de los empleados 
públicos encargados de la gestión educativa –por ser en muchos casos personas 
completamente ajenas a ese ámbito–, lo que es reflejo de la empleomanía 
característica de esos años y de los posteriores33 y de la subsiguiente carencia 
de una burocracia profesional. Y, en cuarto lugar, la escasez de docentes y su 
insuficiente cualificación, como consecuencia de la ausencia –tendencia que se 
extenderá durante todo el siglo– de escuelas normales para su instrucción. En el 

29 Preámbulo del Decreto de 27 de febrero de 1830, Anuarios Legislativos de Bolivia.
30 Memorias Anuales de Educación, varios años; Preámbulo del Decreto de 27 de febrero de 1830, 
Anuarios Legislativos de Bolivia; y Lofstrom (1983).
31 Se estima que entre 1828 y 1829 dos tercios de ese fondo para educación fue destinado a otras 
partidas presupuestarias (Memoria Anual de Educación, 1850, p. 18).
32 Según los datos recogidos por Huber (1991).
33 Sobre el discurso de la empleomanía en Bolivia durante el liberalismo sucrense y durante el 
caudillismo posterior, ver Peralta e Irurozqui (2000).
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Estatuto se fijó que el proceso de contratación de maestros para las escuelas se 
reducía al nombramiento público por parte del prefecto de cada departamento, a 
propuesta de la Junta de Beneficencia, por tanto, sin ningún tipo de evaluación de 
sus competencias académicas ni educativas. Lo mismo ocurría con la contratación 
de profesores en los colegios de secundaria, denominados catedráticos, en donde 
solo se establecía como requisito el conocimiento (en principio, sin necesidad de 
demostrarlo) de la materia o materias que iba a impartir. Su nombramiento lo 
realizaba el prefecto de cada departamento a propuesta, en este caso, del rector 
(director) del centro. Esto, unido a la ausencia de centros de formación para 
docentes (denominadas escuelas normales), generó problemas vinculados a la 
falta de cualificación de los maestros de escuelas primarias y de los colegios de 
secundaria durante todo el siglo xix, como así atestiguan las Memorias Anuales de 
Educación. 

A pesar de las expectativas que una reforma educativa como la diseñada 
por Sucre podía despertar en la sociedad de la época, su fracaso es innegable. 
Este obedece, a los factores recién mencionados, a la situación socioeconómica 
y política de los primeros años tras la independencia –que incluye la invasión 
por parte de Perú–, así como a la reacción adversa de una parte de la sociedad 
boliviana –como el clero y las élites urbanas– a la reforma educativa ilustrada que 
la administración de Sucre quiso desarrollar (cajías, barragán y lema, 2015).34 

3. LA EDUCACIÓN DURANTE EL CAUDILLISMO, 1829-1880: LA 
PREEMINENCIA DE LO MILITAR

3.1. Andrés de Santa Cruz (1829-1839)

Tras el derrocamiento de Sucre en 1828 y la invasión peruana, se inició una 
dinámica militar –caracterizada por golpes de Estado y pronunciamientos– para 
el control de la presidencia, que sumergió al país en su etapa caudillista. Continuó 
el predominio de lo militar frente al resto de competencias gubernativas, como 
reflejan las fuentes de la época y algunos autores,35 y el subsiguiente poco espacio 
para la educación y para otros gastos públicos. Los presupuestos de gastos en 
Bolivia durante el periodo 1826-1872, aproximadamente, cubrieron básicamente 
sueldos y pensiones de militares, civiles y eclesiásticos. Las partidas que fueron 
a parar a militares y a funcionarios del aparato estatal no bajaron del 69% del 

34 En esta misma línea argumental, Lofstrom (1983) sostiene que las élites se opusieron, por ejemplo, a 
los intentos de Simón Rodríguez y Sucre por implantar con fondos públicos escuelas que alfabetizasen 
y enseñasen un oficio artesanal a niños indígenas y mestizos. En el caso de la ciudad Sucre, según 
PONCE (2011), los profesionales dedicados a la abogacía y a labores jurídicas, así como los académicos 
de la Universidad de San Francisco Javier, se oponían a la reforma educativa de Sucre y a los nuevos 
colegios de ciencias y artes que surgían de esta, porque tenían la convicción de que pretendía destruir 
la universidad de esa ciudad.
35 Presupuestos Nacionales y Departamentales de la República de Bolivia, varios años; Memorias Anuales de 
Educación, varios años; Huber (1991) y Peralta e Irurozqui (2000).
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total de gastos en ese periodo.36  Sin embargo, en la mayoría de los gobiernos de 
este periodo, como se mencionó, hubo espacio dentro las políticas públicas para 
educación y se aprobaron leyes a tal fin. Aunque es cierto que solo unas pocas de 
esas políticas se materializaron e introdujeron cambios relevantes en el desarrollo 
educativo del país.

Después del exilio de Sucre la ya de por sí precaria administración del 
Estado quedó en una situación de completo abandono y las rentas fiscales del 
Estado prácticamente desaparecieron. Con este panorama Andrés de Santa Cruz 
estableció una serie de transformaciones de cierta envergadura en la estructura 
del sistema educativo nacional heredado del gobierno de Sucre. La administración 
de Santa Cruz terminó ejecutando iniciativas concebidas originalmente por Sucre 
pero que no se habían llegado a materializar.

Se redefinieron los niveles educativos que se debían ofertar por parte del Estado. 
Se engrosó el nivel universitario con la creación de dos nuevas universidades, la 
de San Andrés en La Paz (1830)37 y la de San Simón en Cochabamba (1832),38 que 
se sumaron a la de San Francisco Javier de Sucre (1624).39 No se creó un sistema 
universitario nacional, como sí ocurrirá en la década de 1840, simplemente se 
concedió el rango de universitarios o facultativos a algunos estudios que hasta 
ese momento formaban parte de la educación secundaria (según el Estatuto de 
1827), como la Jurisprudencia o Derecho, la Teología y la Medicina. En el caso 
de las nuevas universidades, la de La Paz y la de Cochabamba, las facultades 
de Derecho y Teología, únicas que entraron en funcionamiento, compartieron 
edificio e incluso profesores con los colegios de ciencias y artes y los seminarios de 
esas ciudades. Es posible, por tanto, que la Universidad de La Paz y la Universidad 
de Cochabamba no estuvieran constituidas en esos años, en la práctica, como 
instituciones educativas y que solo actuasen como distritos universitarios en esos 
departamentos. 

La fundación de las nuevas universidades obedeció más a razones políticas 
–conceder relevancia en materia política y de educación superior a otras regiones 
emergentes, frente al tradicional monopolio político y universitario de Sucre– 
que a motivos académicos (Ponce, 2011). El gobierno de Santa Cruz devolvió el 
poder y la influencia que Sucre había quitado a la Iglesia y esto se comprueba, por 
ejemplo, en el terreno educativo. En el claustro de las tres universidades de Bolivia 
se encontraban miembros de la alta jerarquía eclesiástica.40 El plan educativo de 
Santa Cruz, en lo que respecta a la educación universitaria, fue un intento de 
mejorar la tradición educativa heredada de la época colonial, pero sin la intención 
de romper con ella. Una breve comparación entre ambos modelos permite 
comprobar grandes continuidades en lo relativo a la estructura organizativa, a los 
planes de estudio o a la selección de los profesores, entre otros aspectos.41

36 Según los datos recogidos por (Huber, 1991).
37 Ley de 30 de noviembre de 1830, Anuarios Legislativos de Bolivia. Con la ley de 13 de agosto de 1831 
se le concedió el rango de Universidad Mayor. 
38 Ley de 5 de noviembre de 1832, Anuarios Legislativos de Bolivia.
39 Sobre el desarrollo de las universidades bolivianas en el siglo xix, ver Ponce (2011).
40 Vásquez (1988) y Ponce (2011).
41 Ley de 30 de noviembre de 1830, Anuarios Legislativos de Bolivia; Ley de 5 de noviembre de 1832, 
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También se reglamentó el nivel primario con una norma (ley de 9 de julio 
de 1838) que trató de imitar, aunque no de manera explícita, el modelo francés 
creado con la ley de Guizot de 1833.42 A diferencia de la legislación educativa de 
Sucre, la Ley de 1838 contempló la educación como un servicio gratuito, al menos 
en su nivel primario. Pero, a pesar de este gran avance conceptual en el desarrollo 
del «Estado docente», esta ley genera una gran confusión –lo que es, por otro lado, 
la tónica general en la legislación educativa boliviana, junto a la inestabilidad de 
las políticas– cuando se trata de analizar y de comparar con la política educativa 
del presidente Sucre. En ella se habla de educación primaria y secundaria, pero no 
está claro si esta última se refiere a la instrucción secundaria que debía impartirse 
–según el Estatuto de educación vigente (el de 1827, aprobado por Sucre)– en los 
colegios de ciencias y artes, como puente entre la primaria y la universitaria, o si, por 
el contrario, era un nivel superior dentro de la educación primaria. 

Con la ley de 9 de julio de 1838 se creó un plan de estudios para la secundaria 
y para la primaria que coincide con el plan de estudios primarios de la ley de 
Guizot. El nivel elemental de esta coincidió con el elemental de la ley de 1838 
del gobierno de Santa Cruz,43 y el superior de la ley francesa sirvió de base para 
la educación secundaria boliviana.44 Si se comparan estos planes de estudio con 
las asignaturas que se recogen en los decretos que Santa Cruz aprobó entre 1830 
y 1831,45 y que debían abrir –por permanecer cerrados– los colegios de ciencias y 
artes previstos por el Estatuto de 1827 no parecen coincidir. Por tanto, aunque en 
la Ley de 1838 se hable de instrucción secundaria, hay que asumir que se trataba 
de un nivel superior dentro de la educación primaria. Si esto fue así, la política 
educativa de Santa Cruz en lo concerniente a la educación primaria trató de 
simplificar –no sin una gran confusión en el proceso– la diseñada por Sucre. Los 
centros encargados de impartir los planes de estudio de la Ley de 1838 fueron las 
escuelas primarias, que debían abrirse en todos los cantones y pueblos de más de 
200 vecinos, y las secundarias (en las capitales de departamento y en los municipios 
de más de 6.000 vecinos).46 

La política educativa de Santa Cruz, a pesar de que concibió a la educación 
pública como un elemento esencial y regenerador para la nación boliviana, abrió 
la posibilidad a la educación privada con la apertura de escuelas regentadas 

Anuarios Legislativos de Bolivia; y Ponce (2011).
42 Sobre esta ley consultar, por ejemplo, Giolitto (1983). 
43 La ley de Guizot de 1833 estableció las siguientes asignaturas en el nivel primario elemental: 
educación moral y religiosa; lectura; escritura; elementos de la lengua francesa; aritmética; y sistema 
legal de pesos y medidas. Por su parte, la ley boliviana de 9 de julio de 1838 definió en su nivel 
primario elemental: religión; moral; lectura; escritura; elementos de la lengua nacional; aritmética; y 
sistema legal de pesos y medidas. Se comprueba que coinciden exactamente las asignaturas.
44 Que comprendía las asignaturas de: elementos de geometría y sus aplicaciones ordinarias (dibujo 
lineal y mensura de tierras); nociones de física y de historia natural; canto; elementos de historia y 
geografía, especialmente la nacional. Artículo 3 de la ley de 9 de julio de 1838, Anuarios Legislativos de 
Bolivia. 
45 Leyes de 7, 23 y 24 de septiembre de 1831 (Anuarios Legislativos de Bolivia). 
46 Artículo 12 de la ley de 9 de julio de 1838. Por la información recogida en las Memorias Anuales 
de Educación, de esos años, las escuelas secundarias continuaron llamándose en la práctica colegios de 
ciencias y artes. 
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por particulares, pero supervisadas por el Estado.47 Otro aspecto destacable 
en materia educativa de este gobierno es el intento de abrir escuelas para la 
formación de profesores. En las fuentes se encuentran alusiones a que el problema, 
recurrente del sistema educativo boliviano, de la falta de profesores y su escasa 
formación era algo que preocupaba a los legisladores del momento. Para tratar de 
solucionarlo, la legislación educativa aprobada por Santa Cruz planteó la creación 
de escuelas normales, que nunca se materializaron.48 Por último, al igual que la 
administración Sucre, la de Santa Cruz procuró impulsar la educación técnica o 
profesional, en concreto con la Ley de 27 de febrero de 1830, mediante escuelas de 
artes en donde se combinaba una instrucción primaria y una técnica para enseñar 
diferentes especialidades en artes y oficios, pero en ambos casos sin éxito (Alonso, 
Ortúñez y Tangara, 2025). 

Aunque el gobierno de Santa Cruz no tuvo que enfrentarse a una reacción 
adversa de una parte de la sociedad boliviana, como sí le ocurrió a Sucre, su 
política se vio condicionada por problemas similares: escasez de profesores y 
deficiente cualificación; desorden a la hora de legislar; confusión en la definición 
de la estructura del sistema educativo; así como recursos económicos exiguos. A 
este respecto, bastan varios ejemplos para evidenciar el problema. Primero, antes 
de la reforma educativa que se emprendió durante el siguiente gobierno, el de José 
Ballivián (1841-1847), lo habitual, según las propias Memorias Anuales de Educación 
de esos años, era que la enseñanza primaria estuviera en manos de personas que, 
en ocasiones, dudosamente poseían con garantías estos conocimientos básicos.49 
Segundo, en el presupuesto de 1835, el ejército cuadruplicó la asignación 
económica del ramo educativo.50 A pesar de este panorama sombrío en materia 
educativa, al finalizar el mandato de Santa Cruz se había conseguido establecer 
un mayor número de escuelas de las que, posiblemente, había cuando tomó el 
mando del país. Los datos que se han podido recopilar muestran que en 1840 había 
alrededor de 90 escuelas primarias, para ambos sexos, repartidas principalmente 
por las zonas urbanas y colegios de ciencias y artes en la mayoría de las capitales de 
departamento.51 

47 Capítulo 2 de la mencionada ley. 
48 El Capítulo 4 de la ley se encargaba de estas escuelas. En 1835 se creó el primer intento de escuela 
normal en Bolivia, dirigida por el escritor español José Joaquín de Mora, anexionada a la Universidad 
de San Andrés en La Paz. Apenas duró unos meses por la falta de formación pedagógica, metodológica 
y didáctica. En realidad, funcionó como una escuela secundaria, más que como un centro de formación 
de docentes (Reyeros, 1952 y Ponce, 2011). Con anterioridad, durante el mandato de Sucre, se abrió una 
sección para la instrucción de maestros en el método lancasteriano, dentro de la escuela lancasteriana 
que se implantó en Sucre a comienzos de 1826. Es posible que funcionase de manera intermitente 
hasta el derrocamiento del presidente Sucre en 1828 (Lofstrom, 1983). 
49 Memoria Anual de Educación de 1850, p. 15.
50 Según los datos recogidos por Huber (1991).
51 Anexo de la Memoria Anual de Educación de 1840. 
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3.2. José Ballivián (1841-1847)

Durante el mandato de José Ballivián, que se inició tras un golpe de Estado 
después de los breves mandatos de Sebastián Ágreda y Enrique Calvo, se 
produjeron dos hechos significativos, y de signo contrario, en la historia educativa 
de Bolivia. El primero, el desmantelamiento del sistema educativo boliviano que 
tanto había costado crear. La invasión que inició Perú en 1841 y el conflicto bélico 
entre ambos países, conllevó la supresión de la actividad educativa en todo tipo 
de centros.  El clima de inestabilidad social aparejado y los exiguos fondos con los 
que contaba la educación, desmantelaron de hecho el sistema.52 El segundo, una 
vez finalizado el conflicto (1842), supuso un fuerte impulso a la instrucción en 
Bolivia. En la Constitución aprobada durante este gobierno (la de 17 de junio de 
1843) no se mencionó nada relacionado con la educación. Sin embargo, y a pesar 
de lo anterior, en 1845 asumió la cartera del Ministerio de Instrucción, Tomás Frías, 
que acababa de regresar de Europa con un amplio bagaje cultural y pedagógico 
que trató de aplicar en el país. Frías diseñó una reforma educativa que permitió 
configurar un nuevo sistema nacional de educación, posiblemente de inspiración 
francesa por el papel central que jugó la universidad en este sistema, que perduró, 
sin muchos cambios, hasta la década de 1870. 

La historiografía boliviana ha resaltado la figura de Santa Cruz y sus logros 
políticos a la vez que ha descuidado la naturaleza progresista de algunas reformas 
del gobierno de Ballivián, quien trató de impulsar el desarrollo cultural y el 
progreso general del país (Vásquez, 1988 y Ponce, 2011). Durante su mandato se 
aprobaron tres leyes educativas, inspiradas en algunos aspectos por la legislación 
educativa francesa,53 que por la envergadura de los cambios planteados pueden 
considerarse como ampliamente reformistas y que perduraron sin cambios hasta 
comienzos de la década de 1870. Estas pretendieron modificar los tres niveles 
en los que continúo dividido el sistema educativo boliviano: el universitario 
(Decreto de 25 de agosto de 1845); el secundario (Decreto de 15 de octubre de 
1845 sobre los colegios de secundaria); y el primario (Decreto de 13 de noviembre 
de 1846 sobre escuelas primarias). El ministro consideraba imprescindible esta 
reforma por la alarmante situación en la que se encontraba la educación en el 
país, así como por los constantes casos de corrupción –adjudicación de cátedras y 
títulos universitarios de manera arbitraria– que iban floreciendo en este ámbito.54 
La reforma de Frías marcó un hito y sentó las bases de la educación boliviana 
durante casi tres décadas. Buscó introducir orden y claridad en la organización 
del sistema educativo, en lo referente a la jerarquía de la autoridad educativa 
(con los consejos universitarios al frente de todo el sistema), pero también en lo 
que respecta a la definición, y la subsiguiente separación, de los tres niveles de 
enseñanza: primario, secundario y universitario. En el aspecto financiero, trató de 

52 Reyeros (1952) y Memoria Anual de Educación de 1843. Los fondos para educación fueron reasignados 
al ejército durante los años del conflicto con Perú.
53 Sobre todo, en lo que respecta al establecimiento de la Universidad como centro neurálgico de todo 
el sistema educativo (Reyeros, 1952).
54 Memorias Anuales de Educación, 1843 y 1848.
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recuperar la idea de Sucre de crear fondos exclusivos para educación (en este caso 
cajas de instrucción que recaudaban fondos y los gestionaban) con el fin de que 
pudieran ser detraídos para otros fines.

El primer decreto, definió por primera vez lo que debía ser la instrucción 
universitaria, separándola claramente de la educación secundaria, algo que 
los decretos de Santa Cruz no habían hecho. Además, dividió el territorio en 
distritos universitarios y centralizó la organización académica con la creación 
de Consejos Universitarios –siguiendo el modelo napoleónico de universidad–, 
formados por profesores, para revisar y modificar los planes de estudio vigentes 
en las escuelas primarias y en los colegios de secundaria. Se priorizaron, por 
tanto, las competencias académicas del profesorado (que formaba parte de los 
consejos universitarios) a la hora de establecer determinados aspectos educativos 
(planes de estudio, calendario escolar, horarios lectivos; manuales bibliográficos 
de referencia, etc.), frente a las competencias que hasta ese momento habían 
tenido los legisladores para esos fines. Además, se suprimieron los tradicionales 
claustros y con ellos las posibles injerencias, en materia educativa, de cuerpos de 
profesionales como abogados o la propia Iglesia, que hasta entonces formaban 
parte de ellos. Con la reforma educativa de Frías se configuró a la universidad 
como centro neurálgico de todo el sistema educativo, encargado de organizar y 
supervisar los tres niveles de enseñanza.55 

El segundo y tercer decreto redefinieron, por primera vez de forma clara, 
las fronteras entre la educación primaria y la secundaria, y entre esta y la 
universitaria. En cuanto a la secundaria, se amplió el plan de estudios, con más 
asignaturas, respecto a la Ley de 9 de julio de 1838; se estableció por primera 
vez su duración, 6 cursos lectivos; se fijaron los textos de referencia con los 
que impartir las asignaturas; y se eliminó por completo el internado a costa del 
Estado,56 lo que pudo reducir el coste de este nivel educativo. Este último aspecto 
es importante porque desde Sucre los colegios de ciencias y artes funcionaban con 
alumnos internos cuyo coste, por lo general, era asumido por el Estado a través 
de becas (o exención del pago). Muchas voces críticas argüían, desde años atrás, 
que estos gastos en realidad no redundaban en la formación de los alumnos, sino 
únicamente en su subsistencia.57 Para la educación primaria se fijaron dos niveles 
(completo y elemental o básico) similares a los que había fijado la Ley de 1838. El 
primero debía impartirse en las ciudades y el segundo en los cantones, pero no se 
especificó el número de escuelas ni las localidades donde debían abrirse, quizás 
para no comprometerse con algo que había sido inviable desde la independencia. 
Debido a la supresión de los municipios durante el gobierno de Ballivián, no se 
les menciona en este corpus legislativo a estos como oferentes de educación. Pero 
sí se mantuvo la posibilidad de la educación privada. 

Valorar el efecto de la reforma iniciada por el gobierno de Ballivián es 
complejo, por la recurrente falta de datos en las fuentes. Es posible advertir 

55 Así se desprende del Decreto de 25 de agosto de 1845 y de las Memorias Anuales de Educación de 
esos años.
56 Se estipuló una matrícula anual de 12 pesos.
57 Hay referencias a esto en las Memorias Anuales de Educación, 1832 y 1834.
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algunos aspectos positivos, más allá de la importante nueva estructura que se dio 
al sistema educativo. Para finales de su mandato, la educación contaba con un 
presupuesto ligeramente superior al que tuvo durante el gobierno de Santa Cruz,58 
la cifra de escuelas primarias establecidas ascendía a 122, aproximadamente, y la 
de colegios de ciencias y artes a 8 (más 2 seminarios).59

La fuerte inestabilidad política de las décadas centrales del siglo xix, con la 
sucesión de movimientos revolucionarios (42 durante el gobierno de Manuel i. 
Belzu, 13 durante su sucesor, Jorge Córdova),60 dificultaron el avance de cualquier 
política pública como lo es la educativa.

3.3. Agustín Morales, Tomás Frías, Adolfo Ballivián y Tomás Frías (1871-1876)

Entre 1871 y 1876, durante los mandatos de Agustín Morales (1871-1872), 
Tomás Frías (1872-1873), Adolfo Ballivián (1873-1874) y Tomás Frías, nuevamente 
(1874-1876), se produjo un cambio trascendental en la concepción de la educación 
y en el desarrollo del «Estado docente» en el país, que condicionó su historia 
educativa en lo que restó de siglo. En estos años, los diferentes gobiernos trataron 
de desprenderse de la obligación que el Estado había tenido desde el gobierno 
de Sucre de promover la educación en el país. Durante la década de 1870, antes 
del viraje hacia los gobiernos civiles de las dos últimas décadas, la oligarquía 
minera empezó a hacer sentir su poder en los congresos constituyentes y en los 
gobiernos de este periodo.61 Con ese poder comenzaron a sortear las obligaciones 
tributarias que tenían y que iban a parar, como en el caso de las «estaca-minas», 
a costear la educación pública (Mitre, 1981).62 La Constitución del 18 de octubre 
de 1871, aprobada bajo el gobierno de Morales, recogió varios aspectos que son 
reveladores de las intenciones de esta administración y que tendrán continuidad en 
las siguientes. Aunque se reconoció que la instrucción primaria debía ser gratuita 
y obligatoria, se concedió más importancia al derecho que todo ciudadano debía 
tener de enseñar (libertad de enseñanza) frente al de recibir educación (artículo 4 
de la Constitución) por parte del Estado. Esta norma suprema también concedió 
más atribuciones a los municipios en materia educativa. 

Las leyes que configuraron este nuevo esquema fueron: la de 22 de 
noviembre de 1872, denominada por sus creadores como la «ley de libertad de 
enseñanza», 63 que vio la luz en las últimas semanas del gobierno de Morales 

58 Presupuestos Nacionales y Departamentales de la República de Bolivia. Solo hay datos para algunos años 
puntuales. 
59 Cifras tomadas de Santivánez (1891) para el año 1846. El número de escuelas primarias públicas que 
recoge este autor, basándose en los escritos del presidente Ballivián, no coincide con las que presenta 
Velásquez-Castellanos (2023) para el año 1847, 179. Este último autor no cita exactamente la fuente. A 
su vez, ambas cifras se alejan de las 396 (tanto públicas como privadas) que recopiló Dalence (1851), 
para los años 1846-1847, en su Bosquejo Estadístico.
60 Según los datos de Aranzaes (1918).
61 Tomás Frías, por ejemplo, estuvo muy vinculado al gran empresario minero de finales del siglo, 
José A. Aramayo. También lo estará años más tarde el presidente Narciso Campero. 
62 Las «estaca-minas» eran la venta por parte del Estado de derechos de explotación minera.
63 Esta ley completó la ley de 5 de noviembre de 1872 que perseguía los mismos objetivos.
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(1871-1872) y el Estatuto General de Enseñanza de 15 de enero de 1874, aprobado 
también en los últimos momentos del gobierno de Ballivián (1873-1874).64 Este 
último, completó las disposiciones de la primera ley y estuvo vigente en el país, 
con algunas modificaciones menores, durante algo más de medio siglo, hasta la 
aprobación del Estatuto de Educación Pública de 1930. Es sorprendente, a la vez 
que paradójico, que estas leyes fuesen aprobadas con el apoyo de Frías y puestas 
en práctica durante sus mandatos, quien fue ministro de instrucción durante el 
gobierno de Ballivián, y creador de la gran reforma educativa de 1845 que, ahora, 
con la nueva legislación, quedaba completamente desarticulada.65

Los objetivos de estos gobiernos eran claros. Por una parte, dejar en manos 
de las iniciativas privadas la educación facultativa y la secundaria, para librar al 
Estado del gasto recurrente de financiar universidades y colegios de ciencias y artes, 
y por otra, ceder a los municipios (también a las posibles iniciativas privadas que 
surgieran) la promoción y difusión de la educación primaria. 

Esta descentralización educativa hacia los municipios obedece al clima 
de descentralización que reinaba en el país, a la situación crítica por la que 
atravesaban las finanzas públicas, especialmente desde el gobierno de Mariano 
Melgarejo (1864-1871),66 y a la reforma fiscal que se llevó a cabo en 1872 (Ley 
de 21 de noviembre) que, aparte de modernizar la hacienda pública, también la 
descentralizó. Los fondos para instrucción fueron transferidos a los municipios 
(sin mayor detalle al respecto en las fuentes sobre educación), los edificios de 
los centros educativos públicos fueron arrendados o cedidos a las iniciativas 
particulares y las «estaca-minas» destinadas a la instrucción fueron empleadas 
al pago de la deuda externa.67 Desde algunos departamentos y municipios se 
defendió fervientemente la libertad de enseñanza, alegando que esta garantizaba 
la voluntad de cada individuo de buscar lo que más le convenía, según sus 
circunstancias personales, donde quería y con los docentes escogidos.68 Estas 
ideas tuvieron una clara inspiración en el sistema educativo estadounidense, 
en donde la iniciativa privada hacía florecer las escuelas antes que la acción del 
Estado (Reyeros, 1952), algo que en Bolivia no ocurrió. 

En conjunto, ambas leyes (la de 1872 y la de 1874) trataron de crear, de 
una manera más teórica que real y más confusa que clara, una burocracia para 
supervisar todo el entramado educativo cedido a la iniciativa privada, como se 

64 Cuando se aprobó la Ley de 1872 estaba al frente del Ministerio de Instrucción, Melchor Terrazas, 
quien fue uno de sus grandes impulsores, mientras que el ideólogo del Estatuto de 1874 fue el ministro 
de Instrucción, Daniel Calvo.
65 Según las palabras del propio Frías, la crisis institucional y financiera por la que atravesaba el país 
explicaría la necesidad de la Ley de 1872 (Frías, 1874). Para Ponce (2011) Frías fue un testigo mudo 
del cambio que se estaba orquestando. En cualquier caso, su participación es muy controvertida, pues 
parece que apoyó la Ley de 1872 mientras presidía el Consejo de Estado, pero durante su segundo 
mandato, 1874-1876, criticó algunos aspectos del nuevo modelo implantado, en concreto, el papel que 
estas leyes asignaron a los municipios en el fomento de la educación pública, como se desprende del 
mensaje de Frías a la Asamblea ordinaria de 1874. 
66 Sobre la situación fiscal en esos años, ver Huber (1991) y Peralta e Irurozqui (2000).
67 Morales (1926) y Memorias Anuales de Educación, 1871-1876.
68 Informe que la delegación del departamento de Potosí presentó al ilustre Consejo Universitario del 
Distrito, sobre el estado actual de la instrucción pública, reproducido en Reyeros (1952), pp. 265 y 273.
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vio en el primer apartado, y estructuraron el sistema nacional de educación de la 
siguiente manera. 

Se definieron tres tipos de instrucción (primaria, secundaria o media y 
profesional), en algunos casos no muy bien delimitados como se verá, en donde 
imperaba la libertad de enseñanza. No queda claro en los textos legislativos si se 
pensó solo en una libertad de creación de centros o si también se quería implantar 
la libertad de cátedra. El artículo 57 del estatuto de enseñanza de 1874 induce a 
pensar que en los centros educativos privados se buscaban ambas libertades. La 
oferta pública de educación primaria se dividió en tres grados –infantil, elemental 
y superior– y quedó en manos, aparte de las iniciativas privadas, de los municipios, 
quienes controlaban y financiaban por completo las escuelas. El gobierno en la ley 
instó a que se abrieran escuelas en zonas rurales y en comunidades indígenas que 
tributaran, pero sin los recursos suficientes en los consejos municipales de los que 
dependían estas zonas, difícilmente podían realizarse. También se solicitó, sin 
mucho éxito, a las autoridades eclesiásticas que, en las parroquias, los sacerdotes 
abrieran pequeñas escuelas primarias.69

La educación media o secundaria quedó a expensas de las posibles iniciativas 
privadas que surgieran. Todos los colegios de ciencias y artes costeados hasta ese 
momento por el Estado central fueron clausurados y sus locales cedidos. Se 
contempló que solo en el caso de que no se abriera ningún centro de secundaria 
en algún departamento, el Estado central podría establecer uno. La ley no clarificó 
si existía o no libertad de cátedra, aunque sí quedó definido el plan de estudios 
secundarios. Por primera vez, se crearon dos ciclos dentro de la secundaria, uno 
elemental de 4 cursos (pensado como de ampliación a la primaria) y otro de 
especialización, de 2, pensado como preparatorio para los estudios facultativos. 
Se establecieron, también como novedad, dos itinerarios, uno de letras y otro 
de ciencias, en el ciclo de ampliación, pero solo funcionó el primero hasta bien 
entrado el siglo xx.

En el último nivel educativo, el profesional, el Estatuto de 1874 clasificó 
por primera vez las diferentes enseñanzas de este tipo, lo que aportaba algo de 
organización al confuso entramado educativo, desde el punto de vista del diseño, 
que existía en el país. Este es, sin duda, el único aspecto positivo que puede 
resaltarse de la política educativa que estos gobiernos emprendieron. Los estudios 
profesionales comprendían la educación facultativa o universitaria, impartida en 
las universidades, la especial, en institutos de ciencias aplicadas, y la tecnológica, 
en escuelas de artes y oficios.70 La educación universitaria continuó formada 
solamente por las tres carreras tradicionales: Derecho, Teología y Medicina. Esta, 
al igual que la educación secundaria, quedó librada a las iniciativas privadas, pero, 
de igual forma, el gobierno definió los planes de estudio que debían seguirse.71 Por 

69 Se produjeron intentos de llevar a cabo esta medida, también, en otros gobiernos precedentes, como 
en el de José de Ballivián, con idéntico resultado.
70 La educación especial comprendía las aplicaciones prácticas de cualquier ciencia y la tecnológica la 
enseñanza de un oficio manual (Estatuto de enseñanza de 15 de enero de 1874).
71 Durante el segundo gobierno de Tomás Frías se completaron las dos leyes anteriores con una 
nueva, el decreto de 29 de enero de 1876, que amplió los planes de estudio recogidos en el Estatuto de 
1874. En concreto, estableció el plan de estudios de la educación primaria o popular, de la educación 
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su parte, la educación especial y la tecnológica fueron las únicas que quedaron en 
manos del Estado central72. También se dispuso, a costa del Estado central, la 
creación, al menos de manera teórica, de una escuela normal a nivel nacional para 
cada sexo, y de escuelas de medicina (sin especificar si eran facultades o no) en las 
capitales de departamento.

El resultado de este experimentó realizado durante el primer lustro de la 
década de 1870 fue nefasto: la disolución, casi en su totalidad, del sistema 
educativo que tanto había costado crear. Según las fuentes disponibles, en la 
educación primaria, ahora en manos de los municipios, el caos fue algo habitual 
en los años posteriores a la aplicación de la nueva legislación. Las escuelas 
fiscales, controladas por el Estado central, fueron clausuradas o transferidas a 
los municipios. En las municipales no había recursos para pagar a los maestros, 
muchas de ellas cerraron y las que funcionaban lo hacían de manera irregular 
a lo largo del tiempo y en lo relativo al seguimiento de los planes de estudio. 
Además, la acción de supervisión encargada por la legislación a la figura de los 
inspectores no se realizó con normalidad.73 Los establecimientos particulares 
fueron esporádicos y no llegaban a completar ni un curso académico (Reyeros, 
1952).74

La educación secundaria y la universitaria padecieron de igual forma. Los 
colegios de ciencias y artes fueron clausurados y no hay constancia en las fuentes de 
la apertura, al menos durante los años siguientes a la aprobación de estas leyes, 
de centros privados, denominados liceos, de educación secundaria. En lo que 
atañe a la educación universitaria, la «libertad de enseñanza» no trajo consigo la 
anunciada, por parte de los legisladores, proliferación de entidades privadas.75 
Sí hubo profesionales o antiguos profesores universitarios que decidieron 
emprender cátedras individuales para impartir los estudios de su especialidad, 
pero en ningún caso funcionaron como facultades y, mucho menos, como 
universidades (Ponce, 2011).  

4. LA EDUCACIÓN DURANTE LA OLIGARQUÍA MINERA, 1880-1899: LA 
PUGNA POR EL CONTROL DE LA EDUCACIÓN

Las dos últimas décadas del siglo xix se caracterizaron por la prevalencia de 
los gobiernos civiles de signo conservador, controlados por las élites económicas, 
principalmente las mineras, frente a las militares. Estos trataron de establecer 
nuevas bases institucionales y legislativas con las que conseguir estabilidad 
política (Mendieta, 2015). La crisis que asoló Bolivia desde mediados de la 
década de 1870 (con hambrunas provocadas por la consecución de varios años 

secundaria y de la facultativa.
72 Este tipo de instrucción ha sido estudiada con detalle por Alonso, Ortúñez y Tangara (2025).
73 Memorias Anuales de Educación, 1874, 1877 y 1882.
74 Para comprobar los efectos de la ley de 1872 y del Estatuto de 1874 sobre las escuelas de La Paz, se 
sugiere consultar Castro (2017).
75 Memoria Anual de Educación de 1874. 
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de sequía extrema y epidemias), se intensificó con la quiebra de la hacienda de 
1878 y con el estallido de la guerra con Chile (1879-1884), lo que prolongó el clima 
de inestabilidad reinante (Reyeros, 1952). En este periodo se intentó reconducir, 
sin éxito, la dinámica caótica, agravada por estos acontecimientos, que sufría 
la educación. Fue especialmente problemática la situación durante los años 
del conflicto bélico. Sin fondos para instrucción por haber sido transferidos al 
presupuesto de guerra, el pago de nóminas se suspendió y toda la actividad escolar 
pública cesó (Reyeros, 1952 y Ponce 2011). Funcionaron de forma intermitente 
solo algunas escuelas primarias municipales, en las que se vivió una situación de 
desconcierto, por la falta de un método de enseñanza, la ausencia de uniformidad 
en su dirección y las deficientes condiciones de las instalaciones.76 Durante estas 
dos décadas que cierran el siglo xix, solo se aprobó una ley de cierto relieve en 
el ámbito educativo (Ley de 12 de diciembre de 1882) durante el gobierno de 
Narciso Campero (1880-1884), que trató de dar un giro a la política educativa 
del país.  Esta etapa se caracterizó por la pugna entre el Estado y los municipios 
por el control educativo después de que el primero hubiese descentralizado la 
educación hacia los segundos en la década de 1870. Con la Ley de 1882 se trató de 
revertir la situación centralizando nuevamente el sistema educativo. Esta y otras 
medidas educativas de menor calado se analizan a continuación.

Durante el gobierno Campero, a pesar del desarrollo de la guerra, se 
produjo un cambio importante en la concepción del «Estado docente», al tratar 
de restablecer la enseñanza oficial (con la Ley de 12 de diciembre de 1882 y la 
de 18 de abril de 1884) en todos los niveles educativos,77 pero sin eliminar la 
posibilidad de que hubiera iniciativas privadas de educación. La Ley de 1882 
no deshabilitó por completo el Estatuto de 1874, simplemente modificó algunos 
aspectos relacionados con el papel que el Estado central debía pasar a desempeñar 
y con la estructura del sistema educativo. Sobre la estructura se retornó a la 
fijada por las leyes de 1845, bajo el gobierno de Ballivián, pero se creó un órgano 
nacional, denominado Consejo Supremo de Instrucción, que debía supervisar a 
los consejos universitarios, quienes ejercían nuevamente la dirección académica 
de los centros escolares. Tras la promulgación de esta ley se recrudecieron los 
conflictos, iniciados en los años previos con los primeros intentos de regreso a la 
centralidad,78 entre municipios y Estado central por el control de la educación. 
Esta tensión entre administraciones por el control educativo fue una constante 
en lo que resta de siglo, adentrándose también en las primeras décadas del xx, y 
condicionó la evolución de la educación en este periodo. 

El panorama educativo durante el siguiente gobierno, el de Gregorio Pacheco 
(1884-1888), a pesar de haber concluido el conflicto bélico con Chile, no mejoró. 
Los problemas que aquejaba el sistema educativo continuaron. La educación 

76 Memoria Anual de 1886 del Ministerio de Instrucción.
77 Ley de 12 de diciembre de 1882. La evolución de la educación universitaria en las dos últimas 
décadas del siglo xix ha sido tratada por Ponce (2011), quien asegura que con esta ley no se restituyó, 
en la práctica, la oficialidad en el nivel universitario.
78 En el gobierno de Hilarión Daza (1876-1979), se pretendió regresar a la oficialidad de la enseñanza 
(Ley de 10 de agosto de 1877), Anuarios Legislativos de Bolivia.
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primaria, en manos todavía de los municipios, carecía de los elementos humanos 
y materiales más indispensables y se hallaba limitada a la implantación de 
un reducido número de escuelas en locales sin condiciones higiénicas.79 Esta 
situación era reconocida por el propio ministro de Instrucción del gobierno de 
Pacheco. Hubo, como en ocasiones anteriores buenas intenciones para mejorar la 
financiación educativa, como la fijación de impuestos especiales sobre productos 
con el objetivo de aplicarlos a los fondos de instrucción, pero no tuvieron aplicación 
por no ser aprobados por la Asamblea legislativa. Tampoco lo tuvo el Banco de 
Instrucción que se quiso implantar para centralizar los fondos depositados en 
los antiguos tesoros de instrucción departamentales y que debía nutrirse de esos 
impuestos especiales. El gobierno de Pacheco fue el escenario de la elaboración 
del, probablemente, Estatuto educativo más ambicioso creado en el siglo xix, 
el Estatuto «Pol», –por el apellido del ministro que lo diseñó– y que no llegó a 
aprobarse por la fuerte oposición de algunos municipios como Potosí.

Los tres últimos presidentes conservadores de esta etapa política de Bolivia 
– Aniceto Arce (1888-1892), Mariano Baptista (1892-1896) y Severo Fernández 
(1896-1899)– trataron, por un lado, de ampliar el control eclesiástico sobre la 
educación pública y, por otro, fomentar la educación especial y tecnológica según 
las disposiciones del Estatuto de 1874. Ambas medidas estaban relacionadas. 
Durante estos años se buscó la llegada de órdenes religiosas, como: los Sagrados 
Corazones, Santa Ana, la Compañía de Jesús y los Salesianos; para completar 
la limitada labor educativa que el Estado trataba de desarrollar. Estas tenían 
una larga experiencia en la gestión de escuelas primarias, para ambos sexos, en 
Europa y algunas, como los Salesianos, además tenían un gran bagaje educativo 
en el ámbito de la instrucción técnica y profesional. Los Salesianos, por ejemplo, 
firmaron un acuerdo con el gobierno de Baptista en 1895 para la apertura de 
dos colegios, denominados «Don Bosco», de primaria con una sección de artes y 
oficios (Alonso, Ortúñez y Tangara, 2025).     

Durante estos años se mandaron crear escuelas ambulantes que debían 
recorrer durante varios meses al año las zonas rurales en las que no existían 
escuelas, con el objetivo de acercar la oferta de educación pública a la población 
indígena. Este aspecto fue abordado de manera específica en algunas memorias 
de educación, en las que se señalaba que la población indígena vivía sin 
alfabetizar.80 Algo que no sorprende si se tiene en cuenta que toda la educación 
pública que se ofertó en el siglo xix era en castellano, idioma que este segmento 
de población seguramente desconocía.81 También se intentó solventar uno de los 
males crónicos de la educación en el país, la escasez de buenos docentes. Para 
ello, ante la falta de escuelas normales para formar maestros, se crearon clases 
semanales de pedagogía y metodología. Además, se trató de atraer personal 
docente extranjero, especialmente europeo, para que instruyera en las corrientes 

79 Memoria Anual de Educación 1885. 
80 Por ejemplo, la Memoria Anual de Educación de 1884. 
81 No hay datos para el siglo xix sobre la población boliviana de habla castellana, pero los que hay para 
mediados del xx reflejan que solo un tercio de la población lo conocía. 
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pedagógicas de vanguardia a los preceptores nacionales.82 Esta última medida 
no tendrá realmente éxito hasta el primer decenio del siglo xx, cuando se creó la 
primera Escuela Normal dirigida por el pedagogo belga Georges Rouma.

Estos gobiernos, al igual que sus predecesores Campero y Pacheco, 
concentraron sus esfuerzos en mantener el pulso a los municipios por el control 
educativo. A pesar de que la Ley de 1882 retornó, al menos sobre el papel, al 
modelo de oficialidad educativa y centralización, muchas de las escuelas primarias 
seguían en los últimos años del siglo xix en manos de los municipios, quienes se 
negaban a ceder las parcelas de poder que habían adquirido desde comienzos 
de la década de 1870. Las estadísticas escolares para 1894, aun siendo parciales y 
puedan contener errores de registro, muestran claramente la preeminencia de los 
municipios en la oferta pública de educación (375 escuelas con algo más de 19.000 
alumnos) frente al Estado central (29 y 1.300, respectivamente).83 

La limitación de las fuentes sobre educación impide valorar con exactitud el 
éxito o el fracaso alcanzado por la política educativa de los gobiernos de esta etapa 
final del siglo xix, después de que el sistema educativo quedara prácticamente 
extinto tras la entrada en vigor de las leyes de la década de 1870. Pero si se compara 
esta cifra de escuelas, tanto municipales como fiscales, con la cifra que había, por 
ejemplo, en los últimos años (1846-1847) del gobierno de J. Ballivián (122, citada 
páginas atrás), se observa un cierto avance, al menos, en lo que se refiere a la 
expansión de la oferta. Una comparación con otros países hispanoamericanos, 
en cambio, restaría importancia a ese avance. Por ejemplo, en Ecuador en 1894 
existían algo más de 1.200 escuelas primarias para una población de poco más de 
1 millón de habitantes (Uzcategui, 1973 y Miño, 2022). Mientras que en Bolivia 
la infraestructura educativa de primaria rondaba los 500 centros, para casi 1,7 
millones de habitantes.84 En cualquier caso, el nivel de analfabetismo en el país 
es por sí solo revelador del limitado desarrollo que experimentó el «Estado 
docente» y la educación en el país. Bolivia comenzó su andadura como república 
independiente con una tasa de analfabetismo que se situó por encima del 90% y 
cerró el siglo xix con una tasa que superaba el 80%.85 En Bolivia no se produjo a 
lo largo del xix siquiera la transición de la alfabetización. Es decir, el momento en 
que la tasa de alfabetización comienza a aumentar y supera el 50%.  

5. CONCLUSIONES 

El análisis de la política educativa boliviana en el siglo xix muestra que la 
inestabilidad institucional, económica y social que caracterizó al país, condicionó 
la configuración y el desarrollo del sistema educativo nacional. A pesar de los 
esfuerzos de algunos gobiernos, especialmente los de Sucre, Santa Cruz y 
Ballivián, por impulsar la educación, los golpes de Estado, los conflictos bélicos 

82 Memorias Anuales de Educación, varios años, y Cajías et al. (2015).
83 Memoria Anual de Educación, 1894.
84 Instituto Nacional de Estadística de Bolivia. 
85 Según los datos de Newland (1991 y 1994) y de Velásquez-Castellanos (2017).



 
Alonso Villa, Ortúñez Goicolea y Tangara Colque

Vegueta, 26 (2), 2026, 631-655. eISSN: 2341-1112 653

con países vecinos, las penurias fiscales, la falta de una burocracia profesional y la 
ausencia de docentes formados, entre otros factores, obstaculizaron el avance de 
los diferentes proyectos educativos. 

Las políticas educativas del periodo muestran, por un lado, una temprana 
comprensión del papel estratégico de la educación en la construcción del Estado-
nación y en la regeneración social y, por otro, la brecha entre las disposiciones 
legales y su escasa implementación práctica. En ese sentido, se constata que, 
aunque Bolivia se adelantó en la formulación legislativa de políticas educativas a 
nivel nacional respecto a otros países de la región, o incluso de Europa, se retrasó 
en su ejecución y, sobre todo, en los resultados.

Las limitaciones estructurales de la educación en Bolivia –financiamiento 
insuficiente, escasez de docentes cualificados, falta de infraestructura adecuada y 
de una estructura organizativa desarrollada, así como la exclusión de la población 
indígena– fueron constantes a lo largo del periodo analizado. Cada nuevo 
gobierno impulsó reformas educativas que, con frecuencia, desmantelaban los 
avances del anterior. Esta dinámica de improvisación legislativa y discontinuidad 
administrativa impidió consolidar una estructura educativa coherente y 
sostenida en el tiempo. El periodo caudillista ejemplifica esta situación: pese a 
que la mayor parte de los gobiernos caudillistas promulgaron leyes y decretos 
en materia educativa, los recursos se destinaron casi en su totalidad al ámbito 
militar, relegando la instrucción pública a un plano irrelevante. Lógico resultado 
fue que la alfabetización avanzó de manera muy lenta, y el país cerró el siglo xix 
sin haber iniciado siquiera la transición hacia la alfabetización (por encima del 
50% de la población) y con unos bajos niveles de escolaridad, a diferencia de otras 
repúblicas hispanoamericanas como Argentina o Uruguay.

En suma, la investigación demuestra que el proyecto educativo boliviano fue 
más una aspiración que una realidad. La voluntad política existió en distintos 
momentos, pero la debilidad del Estado y la existencia de factores limitantes 
impidieron la construcción de un sistema educativo que permitiera expandir la 
alfabetización durante todo el siglo xix. 
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